“Mancurti, Beatriz Teresa c/ Sfreddo, Edgardo y otro s/ Cobro Medianeria” causa nº 108.814 (J 13) Reg nº 32


En la ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los 25  días del mes de febrero  de dos mil diez, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Dres. Hugo O. H. Llobera y Alejandro Lesser para dictar sentencia en el juicio: “Mancurti, Beatriz Teresa c/ Sfreddo, Edgardo y otro s/ Cobro Medianería”, y habiéndose practicado oportunamente el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Llobera y Lesser, resolviéndose plantear y votar la siguiente:






CUESTIÓN




¿Es justa la sentencia apelada?






VOTACIÓN

A LA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR. LLOBERA, dijo:


I) La sentencia apelada 

La sentencia hizo lugar a la demanda por cobro de medianería  contra José Ganiko y condenó a éste último a abonar a Beatriz Teresa Mancurti, la suma de siete mil novecientos dieciseis pesos con tres centavos ($7.916,03), con más los intereses establecidos. Asimismo hizo lugar a la  excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por Edgardo Rubén Sfreddo, rechazando en consecuencia la demanda en su contra (fs. 226/233).

II) La apelación

El demandado José Ganiko apela (fs. 242), expresa agravios (fs. 262/3) los que no fueron contestados por su contraria.  

III) Los agravios 

a) El planteo

Critica el codemandado Ganiko que se repute como probado, que el muro medianero fue construido por la acionante. Sostiene que no se produjo prueba alguna en tal sentido, ni tampoco se aportó prueba documental. Afirma que sólo se cuenta con una deducción del perito arquitecto, pero sin fundamento alguno.

Asimismo sostuvo que no debió tomarse el cálculo liquidatorio de la medianera, atento a que la documentación aportada por la accionante  no es idónea para ello, conforme lo indicara el perito, quien señaló los requisitios que debe cumplir la documentación pertinente.

Solicita que se modifiquen las costas, en caso de revocarse la sentencia apelada. 

b) El análisis

i. La legitimación de la actora para reclamar 


El perito arquitecto que se expide a fs. 185/192, determinó que de la documentación consultada en la Municipalidad de Vicente, se desprende que en un primer trámite (expte. nº 2200/83)  el muro medianero, está demarcado como “a contruir”  y  en el expediente nº 9308/07  se observa como “ya construido”. Como consecuencia de ello, dedujo que dicho muro fue construido por su propietario. 

La existencia de dicho muro y la utilización del mismo por parte del demandado, ha quedado corroborada en la inspección ocular que practicara el perito y documentada en las fotografías adjuntas a su informe (fs. 187/189).


Dicho dictamen, no fue observado por las partes en los términos del art. 473 del C.P.C.C., por lo que entiendo que no se puede atacar en esta Alzada el mismo; ello no fue propuesto en la instancia de origen, omitiendo así que llegara convenientemente debatido a esta segunda instancia  aquellos puntos que se estiman erróneos.


Debo señalar que la deducción del perito acerca de la construcción, en mi parecer resulta acertada, si consideramos que el art. 2519 del Código Civil, establece que todas las construcciones, plantaciones y obras existentes en la superficie o en el interior de un terreno, se presumen hechas por el propietario del terreno y que a él le pertenecen, si no se probase lo contrario.

Sin perjuicio de ello, es sabido que el derecho a exigir el pago de la pared medianera esta ínsito en la calidad de propietario del inmueble donde aquella se encuentra emplazada, toda vez que, se trata de un presupuesto de su legitimación sustancial (conf.  Cám. Apel. Civ. y Com., Sala I de Quilmes, causa Nº 2.815 del 16/2/2000). En este caso, la actora ha acreditado ser la titular registral del inmueble (ver escritura de fs. 216/233).


En función del analisis expuesto, entiendo que corresponde desestimar los agravios del codemandado.

ii. La documentación aportada por la accionante

El perito arquitecto dió cuenta de los requisitos que debe tener el plano para una liquidación de medianeria, los que no han sido cumplidos por la accionante. No obstante ello, el experto de conformidad con los antecedentes municipales y la labor desarollada en el inmueble, no encontró impedimento para efectuar por si una valoración del costo de la medianera.

Como ya lo anticipara, dicho dictamen no fue objetado por las partes.

En materia pericial corresponde atenerse a las conclusiones del informe del perito designado de oficio a menos que surja en forma manifiesta la incompetencia del experto o que los fundamentos brindados en su dictamen  ponderados a la luz de la sana crítica, las observaciones de las partes, y los demás elementos de convicción obrantes en la causa  adolezcan de clara insuficiencia (C.N.Civ. Sala I, 7-3-2000, DJ Año XVI n°45 Bs.As., 4-10-2000, pág. 322; fallos de esta Sala “Polito García c/ Olivera y/o s/ Daños y Perjuicios”, Causa Nº93308; “López, Ana c/Melo, Manuel s/Daños y Perjuicios”, Causa Nº 80.419). 

Si bien el dictamen pericial no es vinculante para el juez, este no puede apartarse del mismo de modo arbitrario. En tal sentido deberá tomar en consideración: a) la competencia del perito; b) los principios científicos en que se funda; c) la concordancia de su aplicación con los principios de la sana crítica; d) las observaciones formuladas por las partes y e) los demás elementos de convicción que ofrezca la causa. 

Estos conceptos, no significan aplicación mecánica del dictamen del perito, sino que existe obligación del juez de valorar dicha prueba conforme las pautas que en tal sentido le impone el art.474 del C.P.C.C. Luego de esta valoración podrá o no apartarse de aquellas conclusiones, ya sea en forma total o parcial. Para ello el juez deberá aducir razones de entidad suficiente, es decir, esgrimir razones muy fundadas porque el conocimiento del perito es ajeno al hombre de derecho. (Fenochietto, Carlos E.  Arazi, Roland: Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, comentado y concordado con el C.P.C.C. de la Provincia de Bs.As., Astrea, Bs.As., 1987, pág. 524). 

 
Por otra parte no encuentro argumentos como para apartarme, de las conclusiones del perito, que en mi parecer, tienen fundamentos científicos suficientemente sólidos como para tenerlas en cuenta a la hora de decidir (arts. 474, 384 del C.P.C.C.).


La presencia de fallas adminitrativas o municipales, más allá de las sanciones que pueda imponerse al interesado por dicha circunstancia,  entiendo que no desnaturalizan el derecho de la accionante, el que debe ser evaluado en forma armónica con la totalidad de los hechos. Nótese que, conforme se desprende de los antecedentes municipales que denunciara el perito, la construcción de la medianera se encuentra debidamente denunciada, efectivamente realizada y aprovechada por la parte demandada.


Aunque el muro medianero divisorio no cumpla rigurosamente los requisitos exigidos por la Municipalidad, esto debe ser ponderado en forma armónica con los hechos anteriores y subsiguientes a su construcción para no desnaturalizar el resultado de la cuestión. En este sentido, si resulta acreditado que los datos de los planos presentados y registrados ante el ente de control fueron suscriptos por los demandados y que el muro del actor correctamente encaballado fue utilizado por sus vecinos para levantar la obra, tales circunstancias resultan determinantes para admitir la demanda (CN.Civ., Sala L,  causa nº 51.041 del 7/5/97, en autos: ”Paz, Enrique Antonio c/ Barrio, Héctor Eduardo y otro s/ Sumario”; citado en el Dial -AE440).


Desde otro punto de vista, esa cuestión sobre la falta de autorización municipal, es asunto que carece en autos de la importancia que le atribuye la demandada y no enerva en absoluto los derechos de su contraria, pues lo cierto es que se ha servido de la pared medianera construida por la actora en forma efectiva...(conf. CNCiv., sala C, 16/2/1966, en autos: “Sidrera Continental S.A. c/ Empresa Líneas Marítimas Argentinas”; public. E.D 18-83).


En función de lo expuesto, entiendo que corresponde, desestimar los agravios de la recurrentes. 


iii. Las costas de primera instancia

Conforme la solución que se propone, entiendo que resulta abstracto expedirse al respecto.

c) La propuesta al Acuerdo

De confornidad con lo analizado y lo dispuesto por los arts. 2717, 2718, 2722, 2730 y concordantes del Código Civil y los arts. 165, 375, 384, 474 del C.P.C.C, propongo al Acuerdo confirmar lo decidido en la instancia de origen.

IV) Las costas de la Alzada

Atento la solución esbozada, propongo que las costas  se impongan en su totalidad a la recurrente en su calidad de vencida (art. 68 del C.P.C.C.).

Por todo lo cual y fundamentos expuestos, voto por la AFIRMATIVA.


Por iguales consideraciones, el Sr. Juez Dr. Lesser votó también por la AFIRMATIVA.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:





SENTENCIA


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se confirma la sentencia apelada en  todo cuanto ha sido materia de agravios. Las costas de Alzada se imponen a la recurrente en su calidad de vencida.


Se difiere la regulación de los honorarios para su oportunidad legal (art. 31 de la ley 8.904).


Regístrese, notifíquese y devuélvase.

 Hugo O. H. LLobera             Alejandro Lesser                  
            Juez                           Juez




  Miguel L. Alvarez

                  Secretario
1

